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Resumen 

El presente caso versa sobre un acto de discriminación denunciado por la señorita Godfrey 

Arbulú lo cual constituye una infracción a la Ley N° 29571, Código de Protección y 

Defensa del Consumidor.  

El objetivo del presente informe es determinar si efectivamente la discoteca, Gótica, 

cometió un acto de discriminación en perjuicio de la señorita Arbulú. Para ello, se 

analizará la pertinencia de los medios probatorios aportados durante el procedimiento a 

efectos de determinar la existencia de la misma, teniendo en consideración que muchas 

veces resulta de difícil probanza para los consumidores acreditar un trato diferenciado.  

Asimismo, se analizará si las medidas correctivas y la sanción impuesta resultan idóneas 

para evitar que en el futuro se cometan actos de discriminación.  

Las conclusiones están detalladas en el acápite 7 del presente informe.   

Palabras clave: Discriminación,consumo, procedimiento sancionador, consumidor. 

Abstract 

This case deals with an act of discrimination denounced by Ms. Godfrey Arbulú, which 

constitutes a violation of Law No. 29571, Código de Protección y Defensa del 

Consumidor.  

The purpose of this report is to determine if indeed the discotheque, Gótica, committed 

an act of discrimination to the detriment of Ms. Arbulú. To this end, the relevance of the 

evidence provided during the proceeding will be analyzed in order to determine the 

existence of such discrimination, taking into consideration that it is often difficult for 

consumers to prove that they have been treated differently.  

Likewise, it will be analyzed whether the corrective measures and the sanction imposed 

are suitable to prevent future acts of discrimination.  

The conclusions are detailed in section 7 of this report.   

Key words: Discrimination, consumption, sanctioning procedure, consumer. 
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La vigente Constitución Política del Perú de 1993, norma de mayor rango de todo nuestro 

ordenamiento jurídico, establece el derecho fundamental de toda persona a la igualdad 

ante la ley. En su artículo 2.2, claramente se estipula que ninguna persona debe ser 

discriminada por motivos tales como de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 

condición económica o de cualquiera otra índole.1 Complementando ello, el Tribunal 

Constitucional ha establecido la doble condición del derecho a la no discriminación y a 

la igualdad ante la ley, señalando que la igualdad: “constituye el enunciado de un 

contenido material objetivo que, en tanto componente axiológico del fundamento del 

ordenamiento constitucional, vincula de modo general y se proyecta sobre todo el 

ordenamiento jurídico. Como derecho fundamental, constituye el reconocimiento de un 

auténtico derecho subjetivo, esto es, la titularidad de la persona sobre un bien 

constitucional; la igualdad, oponible a un destinatario. Se trata del reconocimiento de 

un derecho a no ser discriminado por razones proscritas por la propia Constitución 

(origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica) o por otras (‘motivo’ 

‘de cualquier otra índole’) que, jurídicamente, resulten relevantes”.2 

Bajo la misma línea, existen Tratados internacionales en materia de derechos humanos, 

suscritos por el Perú, como, por ejemplo, la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos ((O.E.A.), 1969), que instauran la obligación a los Estados Partes a “respetar 

los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a 

toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 

raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.” 

Asimismo, existe un gran número de sentencias emitidas por la Corte Interamericana de 

1 Constitución Política del Perú (1993). Diario Oficial el Peruano. 

Artículo 2°. - Toda persona tiene derecho: 

(…) 

2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión,
opinión, condición económica o de cualquiera otra índole.

(…) 

2 Tribunal Constitucional. STC del Exp. N° 0045-2004-PI, FJ. 20; STC del Exp. N° 00033-2007-PI/TC, 
FJ, 57 y STC del Exp. N° 02437-2013-PA/TC, FJ. 4. 

Introducción
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Derechos Humanos3, a las cuales se hará referencia en el presente informe, que resuelven 

indicando que los Estados deben garantizar el ejercicio de los derechos y libertades de las 

personas “sin discriminación alguna”. Ello implica que el Estado no debe tolerar, más 

bien debe revertir, cualquier situación de discriminación en sus sociedades. 

Queda claro entonces que no solo existe una prohibición a la discriminación establecida 

en nuestro ordenamiento jurídico, sino que dicha prohibición se extiende a nivel 

internacional estableciendo a los Estados el deber de velar por la protección, así como, 

garantizar el libre ejercicio de los derechos individuales. 

En ese sentido, y aterrizando al tema materia del presente informe, cabe indicar que 

nuestra legislación establece en materia de Consumidor, una prohibición adicional 

relacionada con los derechos de las personas, denominados “consumidores” para sus 

alcances. Es así que,  a través del artículo 38° de la Ley N° 29571, Código de Protección 

y Defensa del Consumidor, se prohíbe la discriminación en el consumo, sancionando este 

tipo de conductas por ser consideradas como infracciones administrativas.4 Dicha 

prohibición, se ve reforzada por lo establecido en los lineamientos elaborados por la 

agencia protectora de los derechos de los consumidores, como lo es, el Instituto Nacional 

de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Sala 

Especializada en Protección al Consumidor , 2019).  

La discriminación en el consumo puede llevarse a cabo y materializarse en diversos 

sectores y bajo distintas índoles, lo cual abarcará gran parte del análisis de los siguientes 

3 Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile (2012). 

4 Artículo 38.- Prohibición de discriminación de consumidores 

38.1 Los proveedores no pueden establecer discriminación alguna por motivo de origen, raza, sexo, idioma, 
religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole, respecto de los consumidores, se 
encuentren estos dentro o expuestos a una relación de consumo. 

38.2 Está prohibida la exclusión de personas sin que medien causas de seguridad del establecimiento o 
tranquilidad de sus clientes u otros motivos similares. 

38.3 El trato diferente de los consumidores debe obedecer a causas objetivas y razonables. La atención 
preferente en un establecimiento debe responder a situaciones de hecho distintas que justifiquen un trato 
diferente y existir una proporcionalidad entre el fin perseguido y el trato diferente que se otorga. 
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capítulos, sin embargo, a efectos de este informe me centraré en un tipo de discriminación 

en específico, siendo esta, la discriminación por motivos de identidad de género.  

Al prohibir la discriminación en todas sus expresiones, a través del término “de cualquier 

otra índole”, se desprende la prohibición de un trato discriminatorio por la orientación 

sexual o por la identidad de género, siendo estas “categorías” protegidas contra actos 

discriminatorios. Bajo la misma línea el Código de Protección al Consumidor también 

protege a la comunidad LGTBIQ+: a homosexuales, bisexuales, personas Transgénero o 

Transexuales, o cualquier otra persona, frente a la discriminación. Es importante 

mencionar que Indecopi, a través de diversas resoluciones, hace referencia a que, la 

discriminación sustentada en causas de orientación sexual, incluyendo la identidad de 

género, constituye un supuesto de discriminación en el consumo agravada.5 

A través del presente informe, analizaré la Resolución N° 1197-2014/SPC-INDECOPI, 

emitida por la Sala especializada en Protección al Consumidor del Tribunal de Indecopi, 

a fin de determinar si la decisión y los criterios interpretativos y de análisis adoptados, a 

través de la misma, fueron acertados al determinar si la empresa denunciada: Gothic 

Entertainment S.A. realizó prácticas discriminatorias en materia de consumo en contra de 

la denunciante: Manuel Godfrey Arbulú Grippa (en adelante, “Srta. Arbulú”), una 

persona Transgénero. 

Justificación de la elección de la resolución 

En palabras de Fernández Sessarego (Fernández Sessarego, El Derecho como libertad, 

1994)“el hombre no tiene ni deja de tener libertad, sino que es libertad.” En suma, el 

hombre es la libertad que transmite, sin libertad no existirían los hombres, eso es lo que 

nos diferencia por ejemplo de los animales. Por ello, considero que cada uno es libre de 

autodefinirse, y discriminar a las personas por expresarse bajo dicha libertad, no es solo 

inconstitucional, sino es un error garrafal que contradice nuestra esencia como seres 

humanos libres. 

5 Ver las resoluciones N° 2758-2019/SPC-INDECOPI, 5016-2016/SPC-INDECOPI, 3241-2016/SPC-
INDECOPI, 1197-2014/SPC-INDECOPI. 

3



En el 2013, se eliminó del Manual Diagnóstico y Estadístico de los trastornos mentales, 

de la Asociación Americana de Psiquiatría, el llamado “trastorno de identidad de género”. 

Este manual describe los síntomas y criterios de interpretación de diagnosticar trastornos 

mentales. Ahora, al eliminar lo anterior, se incluyó en el Manual el término de “disforia 

de género”, que versa sobre la angustia y estrés generado a las personas que sienten que 

su sexo no coincide con su identidad de género. En suma, el trastorno mental surge no 

por ser Transgénero, sino por las vivencias y experiencias que afectan a estas personas 

por la discriminación que sufren de la sociedad donde se desarollan. (Mas Grau, 2017). 

Las personas LGTBIQ+ afrontan recurrentes problemas y afectaciones a su libertad, se 

ven limitadxs en el pleno ejercicio de sus derechos debido a los prejuicios, estereotipos y 

estigmas, construidos por una sociedad retrograda. Esta situación los convierte en un 

grupo vulnerable y con el riesgo de sufrir actos de discriminación, exclusión y negación 

de derechos. (Defensoría del Pueblo, 2018).  

En 2019, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con la colaboración de IPSOS, 

realizó una investigación, donde se encuesto a 3312 peruanos respecto a su percepción 

sobre ciertos grupos vulnerables, uno de ellos, la población LGTBIQ+. Como resultado, 

se evidenció que 71% de los peruanos encuestados considera que las personas 

homosexuales, bisexuales y transexuales son muy discriminadas en nuestra sociedad. 

Asimismo, la investigación compara este porcentaje de discriminación con otros grupos, 

siendo la comunidad LGTBIQ+ el grupo vulnerable que arrojó la mayor cifra. Además, 

37% de los encuestados indicaron que, si tuvieran una empresa, no estarían dispuestos a 

contratar a una persona trans (Ipsos, 2020). Bajo la misma línea, la ONG Presente, elaboró 

un estudio, un año antes, que evidenció que el 80% de empresas peruanas no cuentan con 

políticas laborales a favor de la diversidad y la inclusión. (Perú 21, 2019). 

Dicho resultado, no es del todo sorprendente, ya que recién, hace unos pocos años, ha 

cobrado relevancia la protección de los derechos humanos de las personas, más aún para 

aquellos pertenecientes a la comunidad LGTBIQ+, quienes en las décadas pasadas 

sufrieron de un sinnúmero de actos discriminatorios dada su orientación sexual e 

identidad de género; así como por la forma en la que ellos mismos decidieron expresar su 

identidad y sexualidad. Considero frente a este descuido por parte de los países de tomar 

acción al respecto, hasta luego de varios años, que es fundamental que el Estado peruano 
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como país y, como Estado miembro de la Convención Interamericana de Derechos 

Humanos, esté a la vanguardia de estos cambios y propicie la urgencia de implementar 

en su sistema jurídico mecanismos de protección, en todo ámbito y para todo acto de 

discriminación. El Indecopi, por ejemplo, como órgano que tutela los derechos de los 

consumidores, debe velar por que los intereses de los mismos prevalezcan frente a los 

actos que pudiesen perpetrar las empresas, que terminen por lesionar o limitar la 

expresión de los derechos bajo todas sus variantes y expresiones. 

Es por este motivo que la elección de esta resolución se basa en que todo ámbito de 

discriminación debe ser descartado y sancionado. Es por ello que todo acto de 

discriminación, realizado a través de un trato diferenciado sin una justificación razonable 

y sin que exista de por medio una causa objetiva que lo justifique, está prohibido y debe 

sancionarse6 por atentar contra derechos constitucionalmente protegidos como lo son: la 

igualdad y la dignidad de las personas. 

Relación de los hechos sobre los hechos que versa la controversia de la que trata la 
Resolución 1197-2014/SPC-INDECOPI (materia de análisis) 

Tal como se adelantó anteriormente, en el presente informe se analizará la Resolución 

1197-2014/SPC-INDECOPI (recaído en los Expedientes Nros. 847-2012/CPC y 1073°-

20120/CPC).  

A fin de contextualizar la resolución, en el presente capítulo nos limitaremos a exponer 

los hechos que fundamentan la misma, así como los argumentos principales que otorgaron 

las partes intervinientes: la denunciada, la denunciante, la Comisión de Protección al 

Consumidor N° 1 y, por último, la Sala de Especializada en Protección al Consumidor. 

6 Inciso 3° del artículo 38° del Código de Protección y Defensa del Consumidor establece que: “El trato 
diferente de los consumidores debe obedecer a causas objetivas y razonables. La atención preferente en 
un establecimiento debe responder a situaciones de hecho distintas que justifiquen un trato diferente y 
existir una proporcionalidad entre el fin perseguido y el trato diferente que se otorga” 
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Expediente N° 847-2012/CPC – Procedimiento iniciado de oficio por la 
Secretaría de la Comisión de Protección al Consumidor 

● El 02/05/2012, la Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor

N° 2 inició un procedimiento sancionador de oficio en contra de Gothic

Entertainment S.A. (en adelante, Gótica). En la Resolución N° 1, se imputó a título

de cargo una presunta infracción al Código de Protección y Defensa del

Consumidor: precisamente a los artículos 1.1 literal c, y el 38. Se argumentó al

respecto que Gótica habría perpetrado contra una mujer Transgénero, Godfrey

Manuel Arbulú Grippa (en adelante, Srta. Arbulú o la denunciante) prácticas

discriminatorias al impedirle el ingreso a las instalaciones de la discoteca.

Frente a este impedimento, no existieron causales objetivas ni razonables que

pudieran justificar el actuar de los miembros del equipo de seguridad (en adelante,

VIPS o guardias), simplemente no se permitió el ingreso de la denunciante, el

27/04/2012, pese a que estaba en la lista de invitados. Cabe mencionar que el resto

de los consumidores si pudieron ingresar sin mayores impedimentos o barreras,

dicha actitud fue únicamente perpetrada en contra y en perjuicio de la denunciante.

● La presunta comisión del acto discriminatorio fue difundida en el programa

televisivo: “La Noche es Mía”, el cual se transmitía en el canal 2 ‘Frecuencia

Latina’ hoy ‘Latina Televisión. La nota versaba sobre la presunta comisión una

práctica discriminatoria en contra de una mujer Transgénero que pretendía, sin

éxito, ingresar a la Discoteca Gótica.

 Expediente N° 1073-2012/CPC: Denuncia realizada por Godfrey Arbulú Grippa 

● El 30/05/2012, casi un mes después de iniciado el procedimiento sancionador de

oficio por la Secretaría Técnica, la Srta. Arbulú denunció a la empresa Gothic

Entertainment S.A., indicando lo siguiente:

o El 27/04/2012, un viernes, la Srta. Arbulú se acercó a las instalaciones de

la discoteca Gótica en Larcomar, en calidad de invitada, como parte del

listado, enviado, a través de la red social Facebook, a la discoteca Gótica,
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de uno de los promotores de la discoteca, llamado Diego Luna Vilches (en 

adelante, el “Sr. Luna”). 

o La Srta. Arbulú estaba acompañada de dos amigos: Jorge Tokeshi (en

adelante, el “Sr. Tokeshi”), y Carla Martínez (en adelante, la “Sra.

Martínez”).

o El 27/04/2012 se realizó en Gótica un evento de moda, llamado “Lima

Fashion Week”.

o Al momento de llegar a Gótica había una serie de colas afuera a fin de

poder ingresar, también se encontraba el personal de seguridad

organizando dichas colas y el ingreso de las personas al local.

o Al momento de llegar, en la entrada de la discoteca, un miembro del

personal de seguridad, le solicitó que se identificara y que mostrara su DNI

(Documento Nacional de Identidad). Luego lo miró y le indicó que no

podía ingresar a la discoteca bajo la justificación que ya habían ingresado

el número máximo de invitados por la Lista del Sr. Luna, es decir ocho

personas.

o La Srta. Arbulú y sus amigos acompañantes: Sr. Tokeshi y Sra. Martínez,

no pudieron entrar a la discoteca por esta primera vía.

o La Srta. Arbulú, alega que uno de los miembros de seguridad increpó al

Sr. Luna por haberla invitado, aduciendo que por su supuesta condición de

travesti no debió hacerlo.

o Dada la negativa del primer VIP para entrar, la Srta. Arbulú se acercó

donde un segundo VIP a fin de buscar otra alternativa para poder ingresar.

Esta vez preguntando respecto al precio de la entrada y recibiendo como

respuesta del miembro del personal de seguridad que el precio era de S/

100.00 para los invitados de socios.

o Más adelante, un tercer miembro del personal de seguridad, le indicó que

el precio era el doble, es decir, S/ 200.00, sin dar razones para tal

incremento.

7



o Según la página web de la discoteca, se establecía que el precio de la

entrada habitual era de S/ 50.00

o Dada la negativa de los miembros del personal de seguridad para que la

Srta. Arbulú ingresara como invitada, la denunciante solicitó que le

permitan pagar el precio de la entrada para poder entrar. Frente a ello, los

VIPS le indicaron que debía esperar que terminara el evento para ver si

podía pagar la entrada o no. Dado que notaron que la denunciante, ya

sintiendo un trato desigual, estaba grabándolos, la dejaron pasar a la caja

para cancelar el precio de la entrada.

o Dadas las contradicciones respecto al precio, en vez de la Srta. Arbulú,

una de sus amigas, la Sra. Martínez, se acercó a la caja para pagar, en

donde le informaron que el precio de la entrada era S/ 200.00, cabe resaltar

que antes le habían indicado que era S/ 100.00.

o Luego de ser expuesto el caso en el programa televisivo, “La Noche es

Mía”, el cual se transmitía en el canal 2 ‘Frecuencia Latina’ la Srta. Arbulú

recibió la llamada de la Srta. Fabiola Huerta (en adelante, la Srta. Huerta),

quien trabajaba en la discoteca Gótica, y se mostró de acuerdo el acto de

discriminación cometido contra la Srta. Arbulú.

Petitorio de la Srta. Arbulú: 

A través del Expediente N° 1073-2012/CPC, la denunciante solicitó que la comisión 

ordene lo siguiente: 

● Que Gótica se abstenga de ejercer cualquier práctica que implique una

conducta discriminatoria contra los consumidores.

● Que a través de la página web de Gótica se publique un aviso que la empresa

se compromete a no realizar actos de discriminación en contra de las personas

por su identidad de género y orientación sexual.

● Que Gótica se comprometa a capacitar a su personal en materia de derechos

humanos y no discriminación.

● Disculpas públicas por los actos discriminatorios cometidos contra su persona.
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El 18/06/2012, la Secretaría Técnica imputó cargos contra la empresa Gothic 

Entertainment S.A. debido a que se le impidió el acceso a la discoteca sin justificación 

objetiva y/o razonable. Asimismo, el personal de seguridad estableció una serie de 

impedimentos para limitar su acceso, por ejemplo: distintos precios de la entrada. 

 

Medios probatorios presentados por la Srta. Arbulú: 
 

Medios probatorios contenidos en la resolución N° 1197-2014/SPC-INDECOPI, de 

fecha 10/04/2012: 

● CD que contenía el testimonio de Johanna Alejandra Fabián Huertas, quien fue 

testigo de las expresiones despectivas y discriminatorias del personal de seguridad 

hacia la Srta. Arbulú.  

El 09/08/2012, a través de un escrito, la denunciante solicita que se recaben los videos 

de seguridad del día de los hechos (27/04/2012).  Asimismo, presenta los siguientes 

medios probatorios que sustentan lo alegado por su parte como denunciante: 

● Copia simple de captura de imagen de la página web de la discoteca Gótica, en la 

cual el costo de la entrada es de S/ 50.00 

● Audio de la llamada de fecha 26/07 a la discoteca para solicitar información del 

costo de las entradas en donde se señala que el costo es de S/ 50.00 

● Audio y transcripción del día de los hechos (27/04/2012) materia de la denuncia, 

contiene la grabación de la conversación de la denunciante con los miembros de 

seguridad en la entrada de la discoteca. 

 
Descargos de Gothic Entertainment S.A. (denunciada) 
 

En respuesta a las acusaciones anteriormente señaladas, efectuadas por la denunciante 

y según constan en el Expediente N° 1073-2012/CPC, Gótica, la denunciada, sostuvo 

lo siguiente: 
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● El ingreso de los consumidores a su local, el día de los hechos (27/04/2012) estuvo 

segmentado en tres filas: 

o  La primera fila para el ingreso de las personas cuyos nombres figuraban 

en las listas de invitados, las cuales debieron ser enviadas por la red social 

Facebook, o algún otro medio de publicidad autorizado por su impresa. 

Estos invitados, quienes debían figurar en las listas de los promotores, 

ingresaban de forma gratuita, sin pagar el precio de la entrada, hasta cierta 

hora determinada. 

o La segunda fila para el ingreso de los socios de la discoteca, quienes 

debían portar su carnet e identificarse con el mismo. Los socios podían 

ingresar con tres acompañantes invitados y ocho invitados pagantes a 

precio preferente. 

o La tercera fila para el ingreso del público en general pagando la entrada a 

un precio de S/ 200.00 en caja. 

● Que la Srta. Arbulú mostró una actitud insistente para ingresar por la segunda fila, 

que era únicamente para socios. 

● La conducta y el accionar de los miembros de seguridad de su empresa era 

correcto al no permitir que ingrese por esa fila, ya que no era socio y ello no es 

discriminatorio. 

● Que el Sr. Luna, uno de los socios promotores de la discoteca, no incluyó al 

denunciante en su lista de invitados. 

● Que se le permitió el acceso sin problemas al denunciante por la fila que le 

correspondía, es decir como parte del público en general, para que pueda pagar su 

entrada como todo el resto de consumidores.  

● Que una vez en la caja, al momento de pagar su entrada, el denunciante decidió 

no realizar el pago y se retiró del local sin dar ninguna explicación al personal de 

seguridad. 
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Medios probatorios presentados por Gothic Entertainment S.A. (denunciada) 
 

Complementando los hechos antes mencionados, la denunciada presenta los siguientes 

medios probatorios que sustentan lo alegado por su parte: 

● Un CD que contenía un video del día de los hechos (27/04/2012) en donde se 

mostraba la parte interior de las instalaciones de la discoteca, especialmente 

enfocando el pasillo que llevaba a la caja. 

● Una declaración jurada del Sr. Luna indicando que la parte denunciante no era su 

invitado y no formaba parte de la lista que había enviado a la discoteca la noche 

que ocurrieron los hechos (27/04/2012). 

 
Resolución N° 715.2013/CC1: Posición de la Comisión de Protección al Consumidor 
 

Mediante Resolución N° 715.2013/CC1, de fecha. 31 de julio de 2013, la Comisión de 

Protección al Consumidor resolvió lo siguiente: 

● Sobre la acumulación de los expedientes: 

o Dispuso la acumulación del expediente Nº 1073-2012/CPC al expediente 

Nº 847-2012/CPC, bajo los cuales se tramitaba, respectivamente, el 

procedimiento de oficio iniciado por la Secretaría Técnica, y la denuncia 

interpuesta por la Srta. Arbulú. Ello, por existir conexidad entre ellos7, es 

decir de acumulan las dos denuncias dada su vinculación y relación 

estrecha.8 

7 CÓDIGO PROCESAL CIVIL 

Artículo 84°.- Conexidad 

Hay conexidad cuando se presentan elementos comunes entre distintas pretensiones o, por lo menos, 
elementos afines en ellas. 

 

8 El artículo 149 de la Ley 27444, Ley del procedimiento Administrativo General, establece la facultad que 
tiene la autoridad responsable de la instrucción para disponer, mediante resolución irrecurrible, la 
acumulación de los procedimientos en trámite que guarden conexión.  
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● Sobre la imputación de cargos: 

o Declaró fundado, respecto a lo imputado en el procedimiento de oficio, 

por la Secretaría Técnica, y de lo denunciado por la Srta. Arbulú contra 

Gótica, debido a la infracción de los artículos 1.1, literal d)9, 38.1 y 38.310 

del código de protección y defensa del consumidor. Ello, al quedar 

acreditado que el personal de seguridad de la discoteca incurrió en una 

conducta discriminatoria al condicionar el ingreso de la Srta. Arbulú, a las 

instalaciones de la discoteca en Larcomar, debido a que se le informó un 

precio superior al requerido al resto de los consumidores dada su 

condición de Transgénero. Asimismo, la Comisión de Protección al 

Consumidor consideró que los hechos denunciados tanto de oficio como 

de parte eran muy similares, por lo que decide unificar ambas.  

Ley No. 7444, LEY DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO GENERAL 

Artículo 149°.-Acumulación de procedimientos 

La autoridad responsable de la instrucción, por propia iniciativa o a instancia de los administrativos, dispone 
mediante resolución irrecurrible la acumulación de los procedimientos en trámite que guarden conexión. 

 

9  LEY No 29571, CÓDIGO DE PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL CONSUMIDOR 
Artículo 1°. - Derechos de los consumidores 
1.1 En los términos establecidos por el presente Código, ¡los consumidores tienen los siguientes derechos:  

(…) 

d. Derecho a un trato justo y equitativo en toda transacción comercial y a no ser discriminados  

por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole.  

(...)  

 

10 LEY No 29571, CÓDIGO DE PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL CONSUMIDOR 
Artículo 38°. - Prohibición de discriminación de consumidores 
38.1 Los proveedores no pueden establecer discriminación alguna por motivo de origen, raza, sexo, idioma, 
religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole, respecto de Eos consumidores, se 
encuentren estos dentro o expuestos a una relación de consumo.  

38.2 Está prohibida la exclusión de personas sin que medien causas de seguridad del establecimiento o 
tranquilidad de sus clientes u otros motivos similares.  

38.3 El trato diferente de los consumidores debe obedecer a causas objetivas y razonables. La atención 
preferente en un establecimiento debe responder a situaciones de hecho distintas que justifiquen un trato 
diferente y existir una proporcionalidad entre el fin perseguido y el trato diferente que se otorga.  
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o Sin embargo, se deja de lado la imputación efectuada por la Secretaría 

Técnica (Expediente N° 847-2012/CPC), respecto a una posible 

vulneración al literal c) del numeral 1.1 del artículo 1 del Código, por una 

presunta vulneración del derecho a la protección de los intereses 

económicos de los consumidores. Ello, debido a que la controversia 

implica una posible afectación al derecho del consumidor a no ser 

discriminado, por lo que le es aplicable el literal d. 

● Sobre la infracción imputada a Gótica: 

o En su denuncia la Srta. Arbulú señaló que acudió a Gótica el 27/04/2012, 

a fin de acudir a un evento al cual fue invitada por un promotor de la 

discoteca, el Sr. Luna, y se le negó el acceso. Mediante los videos que 

obran en el expediente se puede verificar que la Srta. Arbulú no ingresó a 

la discoteca a través de la lista de invitados, sino que se dirigió a la caja. 

Frente a ello, el Sr. Luna declaró que los datos de los invitados se le 

enviaron tarde, por lo que en la nómina de acceso no se incluyó el nombre 

de la Srta. Arbulú (ni sus acompañantes). En suma, no estaban en la lista 

y ello justifica la negativa del personal de seguridad para permitir el acceso 

a través de dicha fila. Por ende, no habría una negativa injustificada ni un 

trato discriminatorio al denegar el ingreso de la denunciante por este 

motivo. 

● Sobre el incremento irregular del precio de la entrada para acceder a Gótica: 

o En su denuncia la Srta. Arbulú señaló que los agentes de seguridad le 

brindaron precios de entrada distintos a ella y a sus amigos; inicialmente 

se le comunicó que el costo de la entrada era de S/ 100.00, y luego que era 

de S/ 200.00. Sin embargo, el precio regular según la página web de 

Gótica, era de S/50.00.  

o De acuerdo a los medios de prueba presentados, se acredita que 

efectivamente el precio regular de la entrada a la discoteca, Gótica, era de 

S/50.00, motivo por el cual se comprueba el trato desigual que recibió la 

Srta. Arbulú, en tanto el personal de seguridad le informó de manera 

distorsionada el precio de la entrada, sin justificación alguna. 
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▪ Obra en el expediente la impresión de la página web de Gótica del 

día 30 de mayo de 2012, en la cual se precisa que el costo de la 

entrada general es de S/50,00. 

▪ En ninguna parte de la página web se hace referencia a que existan 

posibles cobros de S/100.00 ó S/ 200.00 

▪ En el informe oral, que se encuentra registrada en el audio que obra 

a fojas 139 del expediente No 1073-2012/CPC, la representante de 

Gótica precisa que el precio de la entrada era S/ 50.00. Asimismo, 

se le preguntó si dado el evento “Lima Fashion Week” podría 

variar el precio, a lo que se indicó que ese día el precio de la entrada 

era normal. 

● Sobre el trato desigual que constituye una práctica discriminatoria vinculada 

a la opción sexual de la Srta. Arbulú: 

o Los testimonios de la Sra. Martínez y del Sr. Tokeshi, testigos presenciales 

directos de los hechos, constituyen dos indicios que corroboran los hechos 

alegados por la Srta. Arbulú respecto a que, uno de los miembros de 

seguridad (el jefe) le increpó al Sr. Luna por haberla invitado. 

o De la revisión del video de seguridad de la entrada de la discoteca, así 

como de la grabación de la denunciante en su celular, la corrobora que se 

le hizo esperar en la entrada por un lapso de tiempo mayor a lo usual y 

prudencial, lo que denota una conducta inusual por parte de la discoteca, 

en tanto, al presuntamente no encontrarse en la lista de invitados, debieron 

orientarlo para que pueda comprar la entrada y facilitarle las medidas para 

su ingreso. 

o Se acredita que la conducta infractora del personal de seguridad de la 

discoteca no es justificada, así como tampoco el tiempo de demora en 

permitir el ingreso de la Srta. Arbulú a la caja. Ello, más aún dado que en 

las grabaciones se nota que no hay más personas en fila y que los 

miembros del personal de seguridad conversaban mientras los hacían 

esperar.  
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o De lo anterior, se puede afirmar que los miembros de seguridad intentaron 

disuadirlo de ingresar a la discoteca. 

● Sobre las medidas correctivas: 

o La Comisión considera que las medidas correctivas solicitadas por la Srta. 

Arbulú son congruentes con la infracción verificada en el presente 

procedimiento, en tanto a través del mismo se ha acreditado una práctica 

discriminatoria sustentada en una distinción basada en la opción sexual de 

la Srta. Arbulú. 

o La Comisión, consideró que corresponde ordenar a Gótica, en calidad de 

medidas correctivas que: 

▪ En un plazo máximo de cinco (5) días hábiles: 

▪ Remita una carta a la denunciante ofreciéndole una disculpa por el 

trato discriminatorio brindado; y,  

▪ Publique un aviso en su página web y coloque un aviso fácilmente 

visible para todos los consumidores en la entrada de la discoteca, 

con el texto: “Gothic Entertainment S.A. informa al público en 

general que en la discoteca "Gótica" se encuentran prohibidas 

todas las prácticas discriminatorias a consumidores por cualquier 

motivo, incluyendo distinciones injustificadas por origen, raza, 

sexo, idioma, religión, opinión, condición económica, opción 

sexual o cualquier otro motivo." Dichos avisos deberán 

permanecer por el lapso de seis (6) meses.  

▪ En un plazo máximo de treinta (30) días calendario capacite a todo 

su personal para que se eviten la realización de prácticas 

discriminatorias, debiendo acreditar dicha capacitación ante la 

Secretaría Técnica.  

▪ Se abstenga de realizar prácticas discriminatorias de cualquier 

índole. 

● Sobre la graduación de la Sanción: 

15



o Habiéndose determinado la existencia de la infracción administrativa, se 

determinó la sanción a imponer dado que la práctica discriminatoria 

cometida por Gótica impactó directamente en la identidad sexual de la 

Srta. Arbulú, en tanto a ello se califica como muy grave la conducta 

infractora.  

o Sanción: 

▪ 95 UIT: Debido a que quedó acreditada la conducta discriminatoria 

en la que incurrió Gótica, contra la Srta. Arbulú, por su condición 

de Transgénero. 

▪ 5 UIT: agravante dado que Gótica brindó información errada a la 

Administración y su defensa no estuvo guiado por la buena fé 

procedimental,11declaró en el proceso que la entrada costaba 

S/200.00, sin embargo, se demostró que el costo real era de S/ 

50.00.  

▪ Total: Multa de 100 UIT. 

● Sobre las costas y costos del procedimiento: 

o Dado que quedó acreditada la infracción cometida por Gótica, se le ordenó 

el pago de las costas y costos del presente procedimiento. En 

consecuencia, Gótica pagó a la Srta. Arbulú́ las costas del procedimiento: 

S/ 36.00 

● Sobre la inscripción de Gótica en el Registro de infracciones y sanciones del 

INDECOPI: 

o Se ordenó la inscripción de Gótica en el Registro de infracciones y 

sanciones del INDECOPI. 

11  El Código reconoce como uno de los agravantes de infracción, la conducta del proveedor que a lo largo 
del procedimiento contravenga el principio de conducta procedimental, entendiendo por éste, de acuerdo a 
lo establecido por la Ley No 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, la obligación de todos 
los participantes en un procedimiento a realizar sus actos guiados por el respeto mutuo, la colaboración y 
la buena fe.  
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● Sobre la remisión de una copia de la Resolución a la Defensoría del Pueblo: 

o Se ordenó a la Secretaría Técnica que remita a la Defensoría del Pueblo 

una copia de la presente resolución. 

 

Apelación de Gótica respecto a la Resolución N° 715.2013/CC1 
 

El 12/08/2013, Gothic Entertainment, al ser notificados con la Resolución No. 715-

2013/CC1, presentó un recurso impugnatorio de apelación, argumentando lo siguiente: 

● Es falso que se haya cobrado a la denunciante un pago mayor al normalmente 

cobrado a nuestros asistentes. 

● El procedimiento administrativo vulnera el debido proceso dado que de manera 

arbitraria da por ciertos hechos que no son ciertos y toma por ciertas las 

declaraciones de las amistades de la denunciante, y les atribuye una multa 

inclusiva mayor a los antecedentes previamente ocurridos en relación de actos 

discriminatorios de la misma naturaleza. 

● La empresa no pudo ejercer su defensa sobre el extremo referido al precio de la 

entrada a la discoteca. 

● Los miembros de seguridad cumplieron con su función se mantener el orden en 

las filas de ingreso a la discoteca, mientras que la persona en la caja era la 

encargada de cobrar el precio de las entradas al público en general. 

● No quedó acreditado que a la parte denunciante se le solicitó un pago mayor al 

normalmente establecido como ingreso. 

● La demora en la entrada se produjo por culpa del denunciante, quien no se decidía 

si quería o no pagar el precio de la entrada. 

● No debía aplicársele algún agravante en tanto su conducta fue acorde al principio 

de Buena Fe Procedimental. 
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 Resolución N° 1197-2014/SPC-INDECOPI: Posición de la Sala Especializada en 
Protección al Consumidor. 
 

El 10/04/2014, la Sala Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, la Sala), 

resolvió lo siguiente: 

● Confirmó la Resolución 715-2013/CC1, de fecha 31/07/2013. Fundamentó su 

decisión en que Gótica condiciono el ingreso de la Srta. Arbulú a la discoteca 

Gótica, al pago de una suma mayor a la requerida a los consumidores en general, 

debido a su condición de Transgénero, incurriendo así en un acto de 

discriminación. Asimismo, agregó que se dificultó el ingreso a la Srta. Arbulú 

toda vez que se le brindó información confusa y distorsionando el precio.   

● Al respecto, la Sala argumenta que dada la existencia de indicios suficientes de 

que el trato que la Srta. Arbulú recibió de parte del personal de seguridad de la 

discoteca configuró una conducta discriminatoria. 

● Confirmó las medidas correctivas ordenadas por la Comisión. 

● Revocó la resolución de la Comisión en el extremo de la multa impuesta de 100 

UIT y, reformándola se le impuso una multa de 50 UIT. 

o La Sala se encontró de acuerdo con los criterios aplicados por la Comisión 

en la Resolución 715-2013/CC1, sin embargo, discrepa de la decisión de 

imponer una multa de 100 UIT. 

o Debe tenerse en cuenta el principio de predictibilidad que rige los 

procedimientos administrativos12 , que, en recientes pronunciamientos de 

12 Ley 27444. LEY DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO GENERAL. 

Artículo IV. – Principios del Procedimiento administrativo. 

1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio 
de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:  

(…) 

 1.15. Principio de predictibilidad. - La autoridad administrativa deberá brindar a los administrados o sus 
representantes información veraz, completa y confiable sobre cada trámite, de modo tal que, a su inicio, el 
administrado pueda tener una conciencia bastante certera de cuál será el resultado final que se obtendrá. 

(…) 
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la Sala en materia de discriminación, impuso a diversas denunciadas 

multas de 45 UIT. 

▪ Ejemplos:  

● Resolución 213-2012/SC2-INDECOPI13 

o Multa: 45 UIT 

● Resolución 854-2014/SPC-INDECOPI14 

o Multa: 45 UIT 

● Resolución 3128-2013/SPC- INEDCOPI15 

o Multa: 51 UIT 

Relación de los hechos sobre los que versa la controversia de la que trata la 
resolución 
 

Del análisis realizado en el punto 3.4, 3.5 y 3.6, podemos afirmar que el presente caso, el 

cual se desprende de la Resolución 1197-2014/SPC-INDECOPI y los expedientes 847-

2012/CPC y 1073-2012/CPC, acumulados, tenemos como hecho relevante la 

configuración (o no) de una práctica discriminatoria en agravio de la Srta. Arbulú por 

parte de la empresa Gothic Entertainment S.A. Dicha práctica discriminatoria se 

materializa, como puede desprenderse del análisis efectuado, a través de la discriminación 

al consumo dada su condición de Transgénero, por lo cual se le intento disuadir de 

ingresar a la discoteca, dándole información distorsionada sobre los precios del ingreso a 

13 Resolución 2135-2012/SC2-INDECOPI, emitida el 11 de julio de 2012, en el marco del procedimiento 
iniciado por el Sr. Miguel Ángel Céliz Ocampo contra Rimac International Compañía de Seguros y 
Reaseguros S.A. 

14 Resolución 854-2014/SPC-INDECOPI, emitida el 13 de marzo de 2014, en el marco del procedimiento 
iniciado por de oficio contra Peruvian Air Line S.A. Se impidió el acceso de una colectividad de usuarios 
cuya discapacidad era la sordomudez, al ser impedidos arbitrariamente de abordar a los vuelos contratados, 
al considerar que una persona sordomuda no podía valerse por si misma o que no era autosuficiente, implico 
una vulneración al derecho de igualdad de trato y a la no discriminación. 

15 Resolución 3128-2013/SPC- INDECOPI, emitida el 19 de noviembre del 2013, en el marco del 
procedimiento iniciado por la Señora Juana Elena Tueros Lara contra la Asociación de Manualidades y 
Arte Decorativo. 
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las instalaciones de la discoteca en Larcomar, así como dilatando injustificadamente su 

ingreso.  

 

Identificación de los principales problemas jurídicos 
 

Del análisis de la Resolución 1197-2014/SPC-INDECOPI y los expedientes 847-

2012/CPC y 1073-2012/CPC, acumulados, podemos identificar los siguientes problemas 

jurídicos: 

i) El actuar de la denunciada, Gótica, ¿Configura o no un acto de 

discriminación al intentar desincentivar el ingreso de la Srta. Arbulú a las 

instalaciones de la discoteca?  

 

ii) El actuar de la denunciada, Gótica, respecto al precio de las entradas 

¿Vulnera o no el derecho a la información de la Srta. Arbulú en su calidad 

de consumidor?  

 

iii) Debido a que la conducta de la conducta se materializó a través de los 

miembros del personal de seguridad, ¿Es o no responsable Gótica de los 

actos perpetrados por los miembros de su equipo de seguridad? 

 

iv) ¿Es correcta la reforma respecto a la Sanción: multa impuesta de 100 UIT 

- Resolución 715?2013/CC1, la cual luego se modifica a 50 UIT – 

Resolución 1197-2014/SPC-INDECOPI 
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Análisis y posición fundamentada sobre los problemas de la Resolución 

 

El actuar de la denunciada, Gótica, ¿Configura o no un acto de discriminación al 

intentar desincentivar el ingreso de la Srta. Arbulú a las instalaciones de la 

discoteca?  

 

Derecho a la Dignidad. 

 

A fin de dilucidar los derechos en cuestión, es fundamental delimitar qué entender por el 

derecho a la Dignidad, dado que dentro de un ámbito de consumo este derecho es uno de 

los principalmente afectados. El derecho a la dignidad es un derecho constitucionalmente 

protegido en el artículo 1 de nuestra Constitución “La defensa de la persona humana y el 

respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado”. Este 

enunciado constitucional, según la opinión del autor Carlos Fernández Sessarego 

(Fernández Sessarego, Constitución Comentada, 2013, pág. 219) “todas aquellas que 

conforman el ordenamiento jurídico del país, además, la defensa de la persona humana y 

el respeto a su dignidad constituyen la razón de ser del Derecho.” 

 

Tal como se desprende del citado artículo constitucional, se puede apreciar que se 

considera digno al ser humano por el solo hecho de serlo, además tiene el mérito de 

destacarse en el carácter universal e igualitario de la misma. En la misma línea, la 

declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 1 establece que “la igualdad 

de los seres humanos al nacer libres e iguales en dignidad y derechos dotados (como están 

de razón y conciencia) deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.” 

 

En palabras de Enrique Varsi Rospigliosi: 

 

 “El derecho fue creado por y para el hombre. Es el máximo protagonista, 

el actor principal de esta representación social que es la vida. La persona 

es un prius para el Derecho, una categoría ontológica y moral, no 

meramente históricas o jurídicas, es el centro de gravedad de todo 

ordenamiento jurídico democrático. Su juridización busca ofrecerle una 

protección y directa seguridad. El ser humano se personifica, se tecnifica. 
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Esta le da forma y le ofrece un lugar, digno y merecedor.” (Varsi 

Rospigliosi, 2014, págs. 213-225) 

 

En ese sentido, se debe reconocer que estamos frente a un derecho fundamental que se 

extiende y abarca todo el ordenamiento jurídico en general; la dignidad de las personas 

puede ser considerada como un atributo inherente a toda persona, ya que todos tenemos, 

como seres humanos, tenemos derecho a un trato digno. Sin embargo, hoy en día vemos 

como esto no siempre se cumple al encontrarnos con situaciones de vulneración de este 

derecho, a través de tratos desiguales, discriminación, entre otros maltratos que afectan a 

ciertos grupos de personas, sobre todo aquellas en condiciones vulnerables. 

 

Principio de igualdad. 

 

Tal como se adelantó, el derecho a la dignidad va acompañado y de la mano con el 

derecho a la igualdad. El derecho a la igualdad, por su parte, también se protege tanto a 

nivel normativo nacional como internacional. La Constitución Política del Perú, en su 

artículo 2.2., establece que toda persona tiene derecho a: “A la igualdad ante la ley…”.  

 

Por su parte, internacionalmente, podemos remitirnos a como se trata el derecho a la 

igualdad: 

- La Declaración Universal de Derechos Humanos, establece en su artículo 

1 que: “todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 

derechos, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse 

fraternalmente los unos con los otros”. Asimismo, en su artículo 7 indica 

que “todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual 

protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda 

discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a 

tal discriminación”.  

- La Convención Americana sobre Derechos Humanos, estipula en su 

artículo 1.1  que “[l]os Estados Partes en esta Convención se 

comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 

garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 

jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 
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nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición social”. De igual modo, en su artículo 24° señala que “todas las 

personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen derecho, sin 

discriminación, a igual protección de la ley”. 

 

- Asimismo, el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 26, 

establece que “[t]odas las personas son iguales ante la ley y tienen 

derecho sin discriminación a igual protección de la ley. (…)”. En ese 

sentido, es responsabilidad y deber de los Estados proteger y propiciar un 

ambiente de igualdad dentro de los miembros de sus Estados. 

 

Cabe mencionar, que el principio de igualdad: igualdad formal e igualdad material. La 

primera, establece que todas las personas deben ser tratadas por igual frente a la aplicación 

a la ley, y la segunda se refleja más bien con una situación particular, buscando la 

promoción de oportunidades en igualdad de condiciones para todos. (Revorio, 2017, págs. 

28-33). 

 

El mandato de no discriminación y el principio de la igualdad 

 

Según Dinah Shelton:  

 

“La humanidad es tan diversa como el número de personas que la han 

integrado: cada persona es un individuo único en lo que se refiere a sus 

atributos y su capacidad, sus metas y habilidades. El Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos reconoce y celebra esta 

diversidad, intentando garantizar la existencia de las condiciones 

necesarias para que cada persona pueda ejercer su propia 

autodeterminación en la realización de sus metas y capacidades lo más 

plenamente posible, de manera coherente con la realización personal de 

las demás personas.”  (Shelton, 2011, pág. 1). 

 

En palabras de la referida autora, podemos entender que la igualdad y la prohibición de 

discriminación están intrínsecas en las garantías de derechos humanos que garantizan y 

protegen los derechos a “todas las personas,” a “todo el mundo”, o a “todos los seres 
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humanos”. Es por ello, que el derecho a la no discriminación es “el derecho humano más 

fundamental, es decir: el punto de partida de las demás libertades”.  

 

Asimismo, la Carta de la ONU a los derechos humanos16, menciona solamente dos 

derechos explícitamente: la libre determinación y la no discriminación. Salvo por una 

excepción en el artículo 62, cada vez que en la Carta de la ONU se indica que “derechos 

humanos y libertades fundamentales” es seguida de las palabras “sin discriminación por 

motivos de raza, sexo, idioma o religión”. 

 

Siendo el derecho a la no discriminación un derecho fundamental, el que es recogido y 

protegido a nivel nacional, a través de nuestra constitución17, así como 

internacionalmente a través de diversos Tratados internacionales en materia de derechos 

humanos, como lo es la Convención Americana sobre Derechos Humanos18,es importante 

definir dicho concepto. Es importante mencionar en ese punto que nuestra constitución 

en su artículo 2 no es una lista taxativa, se trata de una lista abierta dado que, dada la 

evolución constante de la sociedad, los derechos protegidos constitucionalmente no 

pueden limitarse a una lista inmutable; ello se ve reflejado según lo que lo que el propio 

artículo establece “o de cualquiera otra índole” lo cual debe ser interpretado según el 

contexto.   

 

16 Carta de las Naciones Unidas 

La Carta se firmó el 26 de junio de 1945 en San Francisco, al terminar la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Organización Internacional, y entró en vigor el 24 de octubre del mismo año. El Estatuto de 
la Corte Internacional de Justicia es parte integrante de la Carta. Disponible en: 
https://www.un.org/es/about-us/un-charter. Acceso: 21/05/2021. 

17 Constitución Política del Perú (1993). Diario Oficial el Peruano. 

Artículo 2°. - Toda persona tiene derecho: 

(…) 

2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, 
opinión, condición económica o de cualquiera otra índole. 

(…) 

18 Organización de los Estados Americanos (OEA), Convención Americana sobre Derechos Humanos 
"Pacto de San José de Costa Rica", 22 noviembre 1969, disponible en: 
https://www.refworld.org.es/docid/57f767ff14.html  

24

https://www.un.org/es/about-us/un-charter


El Tribunal Constitucional peruano resaltó que los derechos fundamentales de derecho a 

la igualdad y no discriminación, así como los derechos de los consumidores, vinculan 

también a los privados, reconociendo así la protección de los referidos derechos 

fundamentales19. En tal sentido, de acuerdo al Tribunal Constitucional, “la igualdad es, 

por un lado, un principio rector de todo el ordenamiento jurídico, de la organización y 

actuación del Estado y una regla básica que este debe garantizar y preservar por ser 

parte del núcleo del sistema constitucional de fundamento democrático y social de 

derecho; y, por otro lado, un derecho constitucional subjetivo que confiere a toda 

persona el derecho de ser tratada igual que los demás en relación con hechos, situaciones 

o acontecimientos coincidentes”.20 

 

En primer lugar, la no discriminación implica tratar equitativamente a los que están en 

situación de igualdad y dar un trato no igualitario y diferenciado a quienes se encuentran 

en una situación de desigualdad. Cabe mencionar, que no todo trato diferenciado equivale 

a discriminación, sino sólo el que no es razonable, es injustificado y perjudicial para la 

persona, es decir, están permitidas las diferencias que conllevan a un trato diferenciado 

basadas en el mérito, la capacidad o la habilidad individual, por ejemplo: medidas 

especiales para una persona con discapacidad física para que pueda adaptarse; pero las 

clasificaciones fundamentadas en supuestas características de grupo o las estereotipadas 

no están permitidas. 

 

Podemos tomar como ejemplo jurisprudencial para ilustrar lo indicado, el caso de 

Marcelino Hanríquez et al con Argentina, en donde la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos precisó estamos hablando de tratos diferenciados que implican 

discriminación cuando: “a) hay una diferencia de tratamiento entre situaciones análogas 

o similares; b) la diferencia no tiene una justificación objetiva y razonable; c) no hay 

razonable proporcionalidad entre los medios empleados y el objetivo cuya realización se 

persigue”. (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2020). 

 

19 Sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional del Perú 14 de agosto de 2018, recaída en el 
Expediente N° 01643-2014-PA/TC. 

20 Sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional del Perú N° 0261-2003-AA/TC, Nº 3533-2003- 
AA/TC, Nº 010-2002-AI/TC, y Nº 0001-2003-AI/ TC y 0003-2003-AI/TC. 
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Complementando lo anterior, dadas estas situaciones de trato diferenciado e injustificado, 

la Corte Interamericana, especificó en su Opinión Consultiva OC-18/03, que se obliga a 

los Estados parte a adoptar medidas positivas para promover la igualdad, señalando lo 

siguiente en palabras de la Corte:  

 

“[...] los Estados están obligados a adoptar medidas positivas para 

revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus 

sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto implica 

el deber especial de protección que el Estado debe ejercer con respecto a 

actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia o 

aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las situaciones 

discriminatorias”. (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2003). 

 

Por otro lado, el artículo 26 del PIDCP - Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, no contiene un listado taxativo en relación a lista de razones prohibidas para la 

discriminación. Dado que prohíbe ciertas distinciones en el trato, como las motivadas por 

“raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.” Por 

ello, la igualdad no requiere de un trato idéntico y permite, en cambio, “diferenciaciones 

razonables” entre individuos o grupos de individuos fundadas en razones pertinentes y 

significativas.21 

 

Finalmente, podemos concluir que para que exista discriminación, debe tratarse de una 

distinción de cualquier tipo, entre personas o grupos que se encuentran en situaciones 

similares, salvo que exista una justificación objetiva y razonable. Ahora, aterrizando esta 

definición al informe en cuestión, podríamos considerar que los miembros del personal 

de seguridad de la denunciada, Gothic Entertainment, discriminaron a la Srta. Arbulú, yo 

considero que sí y que este actuar es evidente, ya que se le brindo un trato diferenciado 

21 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos - Adoptado y abierto a la firma, ratificación y 
adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. Entrada en 
vigor: 23 de marzo de 1976, de conformidad con el artículo 49 Lista de los Estados que han ratificado el 
pacto.. 
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sin que exista de por medio una justificación objetiva y razonable. Asimismo, considero 

importante mencionar que la Sala no profundiza lo suficiente en este tema, y no realiza 

un análisis detallado de porque estaríamos frente a un escenario de discriminación, lo cual 

procederé a realizar en este capítulo. 

 

Tal como se recoge en el artículo 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, se incluye la orientación sexual como motivo prohibido de 

discriminación: los Estados partes deben cerciorarse de que las preferencias sexuales de 

una persona no constituyan un obstáculo para hacer realidad los derechos que reconoce 

el Pacto. La identidad de género también se reconoce como motivo prohibido de 

discriminación. Por ejemplo, los Transgénero, los transexuales o los intersexo son 

víctimas frecuentes de graves violaciones de los derechos humanos.22 La denunciante, la 

Srta. Arbulú, es una persona Transgénero que sufrió un trato discriminatorio por parte de 

los miembros de seguridad de la Discoteca Gótica al tratarla distinto que, al resto de los 

consumidores, sin justificación razonable, siendo el único sustento para este maltrato su 

condición de Transgénero.  

 

¿Que tipos de discriminación existen y ante que tipo estaríamos? 

 

Sobre el particular, en doctrina encontramos cuatro tipos de discriminación: directa, 

indirecta, estructural e interseccional. 

 

Tipos de discriminación: 

 

● Directa e indirecta 

- En la doctrina y jurisprudencia suelen distinguirse entre discriminación 

directa e indirecta, teniendo en consideración que tan evidente es la 

conducta discriminatoria.  

- Una discriminación directa se materializa cuando se trata 

diferenciadamente a un sujeto por motivos de sexo, raza, idioma, religión. 

22 OBSERVACIÓN GENERAL No 20 - La no discriminación y los derechos económicos, sociales y 
culturales (artículo 2, párrafo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). 
Párrafo 32.  
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- Por ejemplo, según la Defensoría del Pueblo (Defensoría del Pueblo, 2007, 

pág. 218)  constituye discriminación directa:  

“el hecho de que a una estudiante no se le permita continuar con sus 

estudios debido a su estado de embarazo o se le impida realizar sus 

prácticas pre–profesionales por tener una discapacidad. De igual modo, 

constituye una discriminación directa la restricción impuesta del acceso 

a un establecimiento abierto al público por tener determinados rasgos 

físicos”.   

 

- Por el contrario, la discriminación será indirecta cuando a partir de 

tratamientos que aparentan ser neutrales se generan, en la realidad, 

consecuencias perjudiciales para determinada persona o grupo de 

personas. 

- Según Neves Mujica (Neves Mujica, 1999, pág. 218), constituye: 

 

“un ejemplo de discriminación indirecta en el ámbito de las 

relaciones de trabajo aquel requisito que establece una estatura 

mínima común para ambos sexos para el desempeño de un trabajo 

puesto que, a pesar de la aparente formulación objetiva del 

requisito, las mujeres se encontrarán en mayor medida más 

limitadas que los varones para acceder a dicho empleo”. 

 

- Finalmente, en la sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 

expediente N° 018-96-I/TC se estableció que en la discriminación directa 

existe una intención de discriminar mientras que, en la discriminación 

indirecta, no existe la mencionada intención. Argumento con el cual 

discrepo, dado que cuando se configura una conducta discriminatoria, sea 

directa o indirecta, siempre hay una intención detrás, la cual puede ser 

consciente o no. 

 

● Estructural:  

- Es aquella que puede ser directa o indirecta (generalmente es indirecta) no 

es un hecho aislado, sino que es prácticamente toda la sociedad tiene 

enraizada en su estructura la discriminación de ese grupo. 
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- El concepto de discriminación estructural busca superar la concepción 

tradicional de discriminación.  

- Según Salomé Resurrección (Salomé Resurrección, 2019, pág. 19):  

 

“Este concepto permite visibilizar la magnitud de la 

discriminación que pesa sobre determinados grupos sociales; 

discriminación que muchas veces ha sido tolerada e incluso 

convalidada a través de normas, políticas y prácticas estatales. En 

esta medida, su incorporación en el campo del derecho tiene la 

potencialidad de contribuir al fortalecimiento de la respuesta 

jurídica frente a la discriminación, permitiendo reconocer y 

enfrentar el problema de la discriminación de una manera más 

contextualizada.” 

 

● Interseccional:  

- Sobre el particular, el concepto de discriminación interseccional fue 

desarrollado por la jurista Kimberlé Crenshaw (Crenshaw, 2002, pág. 18) 

basándose en los elementos género femenino y etnia afrodescendiente. No 

obstante, en la actualidad se aplica a cualquiera de dos o más identidades 

sociales discriminadas que se relacionan intrínsecamente en un individuo 

o grupo de individuos. 

 

En el presente caso, considero que nos encontramos en un tipo de discriminación 

directa, en tanto la Srta. Arbulú fue discriminada por su pertenencia a un grupo 

humano determinado.    

 

¿Como se configura la discriminación en el consumo? 

 

En palabras de César Landa (Landa Arroyo, 2002, págs. 110-138),  podemos entender 

“la dignidad, no sólo es un valor y principio constitucional, sino también 

es una dinamo de los derechos fundamentales; por ello, sirve tanto de 

parámetro fundamental de la actividad del Estado y de la sociedad, como 

también de fuente de los derechos fundamentales de los ciudadanos. De 

esta forma, la dignidad de la persona humana se proyecta no sólo 
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defensiva o negativamente ante las autoridades y los particulares, sino 

también como un principio de actuaciones positivas para el libre 

desarrollo del hombre (…)” 

 

Derechos y principios constitucionales como la dignidad, la no discriminación, la 

igualdad, entre otros, deben respetarse por y entre los propios individuos, así como es 

deber de los Estados tutelar y proteger su desarrollo. Dicho ello, al margen de la 

intervención estatal mencionada previamente, existe un rol fundamental, de proteger 

dichos derechos por parte del Indecopi23.  

 

El Indecopi vela por la protección de los derechos de los consumidores, y sanciona la 

comisión de dichos actos que puedan menoscabar el desarrollo y respeto de los mismos. 

Por ejemplo, sancionando a proveedores que realicen conductas que impliquen medidas 

discriminatorias (directas o indirectas) y atentatorias contra el principio de igualdad; sin 

embargo, tal como veremos, el análisis de las resoluciones del Indecopi abarca no solo 

una perspectiva comercial al realizarse,  sino además, una perspectiva constitucional así 

como de tratados internacionales a fin de enmarcar la importante relevancia de estos 

derechos, intrínsecos al consumidor por su calidad de ser humano, los cuales deben ser 

protegidos. 

 

El Código prohíbe a las empresas o proveedores a discriminar, precisando que en caso se 

otorgue a los consumidores un trato diferenciado, este debe ser por causas objetivas y 

justificadas. En tal sentido, el Código califica la discriminación como una sanción 

administrativa, y por lo tanto, el Indecopi, puede por iniciativa propia (de parte) o por 

denuncia del consumidor afectado, iniciar un procedimiento administrativo sancionador 

contra el proveedor, luego del cual está facultado para ordenar el cumplimiento de ciertas 

medidas correctivas.  (Artículo 107, 110, 114). (Delgado Capcha, 2020, pág. 8). 

 

Queda establecido que una relación de consumo, debe respetar el derecho a las personas 

en su calidad de consumidores, de recibir un trato igualitario y a no ser discriminados. Se 

establece el deber de los agentes económicos a concurrir lícitamente en el mercado sin 

23 Conforme al Decreto Ley N°25868 y la página web de Indecopi: 
https://www.indecopi.gob.pe/en/quienes-somos 
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vulnerar los derechos constitucionalmente protegidos: igualdad y no discriminación. La 

discriminación en materia de consumo, se configura cuando exista distinción, exclusión, 

restricción o preferencia, en cualquier ámbito de la relación de consumo (entre proveedor 

y consumidor), que tenga el objetivo o el efecto de anular o limitar el reconocimiento, 

goce o ejercicio de los derechos del consumidor. La discriminación puede estar basada 

en cualquiera de los motivos prohibidos (grupos sociales considerados inferiores y que 

están en una situación de vulnerabilidad). Los proveedores tienen plena libertad para 

contratar, siempre que dicha decisión de contratar, o no, no implique un abuso de derechos 

de los consumidores.  

 

Cabe mencionar que existen actos de discriminación en el consumo más graves, dado que 

el trato desigual que se configura implica un mayor grado de afectación a la dignidad de 

una persona, por ejemplo, en casos donde la discriminación se origina por motivos de 

orientación sexual, como es el caso de la Srta. Arbulú, donde podemos hablar de 

discriminación en el consumo agravada. (Resolución 2025-2019/SPC-INDECOPI). 

 

Por otro lado, cabe mencionar que existe un cambio de criterio, establecido por la Sala de 

Protección al Consumidor mediante la Resolución N.° 2025-2019/SPC-INDECOPI, 

establece que cualquier conducta que afecte el derecho a la igualdad, a través de un trato 

discriminatorio, no es el correcto, toda vez que limita la existencia de un trato desigual 

no justificado como la configuración de un acto discriminatorio, imputando dicha acción 

bajo este único tipo infractor.  

 

¿Cómo se configura la discriminación en el consumo contra la Srta. Arbulú? 

 

Según el Tribunal Constitucional, se produce un supuesto de discriminación cuando se 

realiza un trato diferenciado no justificado, objetiva ni razonablemente. Por lo tanto, no 

todo trato diferenciado constituirá discriminación, pues si cumple con los requisitos de 

objetividad y razonabilidad será considerado lícito; la igualdad solamente será vulnerada 

cuando el trato desigual carezca de una justificación objetiva y razonable. (Pleno 

Jurisdiccional del Tribunal Constitucional. Sentencia del Expediente N° 0048-2004-

PI/TC del 1 de abril de 2005). 

 

31



La Constitución Política del Perú prevé que toda persona tiene derecho a la igualdad y no 

debe ser discriminado por ningún motivo. (Artículo 2.2 de la Constitución Política del 

Perú). 

 

Por su parte, el artículo 38º del Código de Protección al Consumidor señala que los 

proveedores se encuentran prohibidos de establecer discriminación alguna respecto de los 

solicitantes de los productos y servicios que ofrecen, así como de realizar selección de 

clientela, excluir a personas o realizar otras prácticas similares, sin que medien causas de 

seguridad del establecimiento, tranquilidad de sus clientes u otras razones objetivas y 

justificadas.  

 

Sobre este tema, el Indecopi anteriormente establecía una diferencia entre discriminación 

y trato diferenciado ilícito. Sin embargo, recientemente, mediante Resolución Nº 2025-

2019/SPC-INDECOPI del 24 de julio de 2019, la Sala ha cambiado de criterio, 

estableciendo que no se establece una diferencia entre un trato diferenciado ilícito y un 

acto de discriminación, siendo que todo trato diferenciado ilícito constituye de por sí un 

acto de discriminación.  

 

Al respecto la carga de la prueba en lo referido a los actos de discriminación implica que 

en un primer momento, el consumidor acredite la existencia de un trato diferenciado, 

luego de lo cual, le corresponderá al proveedor probar que dicho trato diferenciado se 

sustentó en alguna causa objetiva y justificada, siendo que en caso de no hacerlo 

estaremos frente a un acto de discriminación (según el nuevo criterio adoptado por 

Indecopi). 

 

No obstante, al momento de resolver el caso, se encontraba vigente el criterio que 

diferenciaba entre trato diferenciado ilícito y discriminación. En dicho momento, la carga 

probatoria era ligeramente distinta ya que en el supuesto que el proveedor no acreditase 

alguna circunstancia objetiva y justificada para el trato diferenciado, nos encontrábamos 

en principio, ante un trato diferenciado ilícito. Únicamente en el supuesto que el 

consumidor o la Autoridad de Consumo, acreditasen que el trato diferenciado ilícito se 

sustentó en la pertenencia del consumidor a un grupo humano determinado, nos 

encontrábamos ante un acto de discriminación.   
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En el presente caso, me encuentro de acuerdo con la Resolución de primera instancia que 

declaró fundada la denuncia contra Gótica por infracción de los artículos 1° numeral 1.1 

literal d) y 38 de la Ley 29571 en tanto quedó acreditado que incurrió en un acto 

discriminatorio al condicionar el ingreso de la denunciante a la discoteca “Gótica” al pago 

de una suma mayor a la requerida para la generalidad de consumidores, debido a su 

condición de transgénero. 

 

Sin embargo, existió una errónea imputación de cargos por parte de la Secretaría Técnica 

tanto en el expediente N° 847-2012/CPC como en el expediente N° 1073-2012/CPC. 

 

Considero que, antes de imputar los cargos, la Secretaría Técnica debió realizar, de 

manera más exhaustiva, diversas acciones de investigación con la finalidad de obtener 

suficientes elementos de juicio que ameriten el inicio de un procedimiento administrativo 

sancionador y para tener un mejor conocimiento de los hechos. 

 

De los hechos difundidos por el programa La Noche es Mía y de los términos de la 

denuncia presentada, se desprende que las conductas del personal de Gótica fueron las 

siguientes:  

- Impedir el acceso de la parte denunciante a la Discoteca Gótica, a 

pesar a que se encontraba en la lista de invitados enviada por el señor 

Luna.  

- Obstaculizar el acceso de la parte denunciante a la Discoteca Gótica, 

por la vía de acceso al público en general, al brindarle información 

ambigua sobre el precio de la entrada e incrementándolo sin 

explicación alguna.  

 

En tal sentido, la Secretaría Técnica debió imputar los cargos de manera separada por 

constituir presuntas infracciones de los artículos 1° numeral 1.1. literal d) y 38 de la Ley 

29571. Sin embargo, al iniciar de oficio un procedimiento administrativo sancionador 

contra Gothic Entertainment S.A., imputa como cargos la presunta infracción de los 

artículos 1°.1 literal c), 38.1 y 38.3 de la Ley 29571. Entiendo que fue un error de la 

propia Secretaría realizar una imputación al literal c) del artículo 1°.1, dado que este literal 

se refiere a las cláusulas abusivas, siendo el correcto articulo a imputar el literal d) del 

artículo 1°.1, el que se refiere a la discriminación y a un trato justo y equitativo de los 
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consumidores. Sin embargo, mediante Resolución 715-2013/CC1, la Comisión de 

Protección al Consumidor, en su Resolución de primera instancia, si realiza una correcta 

imputación de cargos haciendo referencia al correcto literal.  

 

Luego de haber resuelto esa cuestión previa, procedo a pronunciarme sobre el fondo del 

asunto. 

 

Sobre el impedimento del acceso de la parte denunciante a la Discoteca Gótica, pese 

a que se encontraba en la lista de invitados enviada por el señor Luna. 

 

El artículo 1 numeral 1.1 literal d) de la Ley 29571 establece el derecho de los 

consumidores a un trato justo y equitativo en toda transacción comercial y a no ser 

discriminados por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión o de cualquier otra 

índole. Por otro lado, el artículo 38 de dicho cuerpo normativo establece que los 

proveedores se encuentran prohibidos de establecer discriminación alguna respecto a los 

solicitantes de los productos y servicios que ofrecen y de realizar selección de clientela, 

excluir a personas o realizar otras prácticas similares, sin que medien causas de seguridad 

del establecimiento o tranquilidad de sus clientes u otras razones objetivas y justificadas. 

 

En el presente caso, debía analizarse si la denunciante estaba incluida o no dentro de la 

lista de invitados enviada por el señor Luna. Al respecto, no obra en el expediente una 

lista de invitados física, sino que está lista era enviada mediante la red social Facebook. 

Es preciso mencionar que la denunciante no presentó medio probatorio alguno que 

acredite haber estado en la lista de invitados del señor Luna. 

 

Sin embargo, obra en el expediente la declaración testimonial del señor Luna brindada a 

la Secretaría Técnica en donde este manifiesta que no invitó a la denunciante a la fiesta a 

realizarse en el local de la denunciada y que solo le enviaron los nombres de la 

denunciante y sus dos acompañantes, de manera tardía, por lo que no tuvo tiempo de 

agregarlos a la lista de invitados.  

 

Si bien es cierto, en los procedimientos ordinarios de protección al consumidor solo se 

pueden presentar medios probatorios, tales como documentos, pericias e inspecciones; sí 
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se pueden actuar medios probatorios de naturaleza distinta, tales como testimonios, en 

caso la autoridad administrativa lo crea necesario.  

 

En ese sentido, teniendo en cuenta que la denunciante no se encontraba en la lista de 

invitados del señor Luna, se justifica la negativa de la denunciada a permitir el acceso a 

su discoteca a la Srta. Arbulú por dicha vía. Por lo tanto, la denuncia debía ser declarada 

infundada en el presente extremo dado que, al dar un trato diferenciado, justificado en 

que no se encontraban dentro de la lista de invitados del Sr. Luna, ni eran socios de la 

discoteca no correspondía que ingresen, sin pagar, por la fila de socios e invitados. Por 

ello, al estar justificado objetiva y razonablemente el trato, en este primer momento, no 

podemos hablar de la configuración de un acto discriminatorio por parte de los miembros 

de seguridad hacia la Srta. Arbulú y sus acompañantes, quienes no eran ni socios ni 

invitados.  

 

Sobre la obstaculización del acceso de la parte denunciante a la Discoteca Gótica, 

por la vía de acceso al público en general. 

 

En un segundo momento, dada la negativa de los miembros de seguridad de permitir el 

ingreso de la Srta. Arbulú y sus acompañantes por la fila de socios en invitados, estos, 

con la intención de entrar de todas formas a la discoteca, consultaron a los miembros de 

seguridad, el precio de la entrada para pagarlo en caja y ingresar.  Al respecto, quedó 

acreditado que los miembros de seguridad de la discoteca le brindaron a la Srta. Arbulú 

precios distorsionados y confusos respecto al costo de la entrada, ascendiendo a la suma 

de S/ 200, y de S/ 100, como precio al público en general, a su establecimiento, cuando 

al resto de personas se les exigía únicamente el pago de S/ 50, de conformidad a lo 

establecido en la página web oficial de la denunciante. Además, luego se confirma a 

través de una llamada telefónica, anónima, que realiza la Secretaría a la Discoteca en 

donde preguntan por el costo de la entrada recibiendo como respuesta que el precio era 

de S/ 50.  

 

Por último, verificamos una conducta irregular por parte de los miembros de seguridad, 

dado que hicieron esperar a la Srta. Arbulú y sus acompañantes, por un tiempo mayor al 

prudencial, lo que evidencia un trato inusual, dado que lo común sería que si un miembro 

de seguridad afuera de una discoteca no ubica a una persona en la lista de invitados, le 
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facilite otras opciones para su propio ingreso, como por ejemplo: acompañarlo o darle las 

instrucciones para llegar a la caja para que proceda a pagar su entrada como público en 

general. 

 

En tal sentido, quedó acreditada la existencia de un trato diferenciando. Ante ello, le 

correspondía a Gótica demostrar que dicho trato diferenciado se debió a una causa 

objetiva y justificada. Sin embargo, la denunciada no demostró la existencia de causas 

objetivas y justificadas para retardar y condicionar el ingreso de la parte denunciante a su 

establecimiento, al pago de una suma mayor a la requerida para la generalidad de los 

consumidores.  

 

Por lo tanto, quedó acreditado que existió un trato diferenciado ilícito. Ante ello, 

correspondía que la autoridad administrativa analice si dicho trato diferenciado ilícito 

estuvo motivado por la pertenencia de la Srta. Arbulú a un grupo humano determinado, 

históricamente marginado, lo cual configuraría un acto de discriminación por un motivo 

prohibido.    

   

Al respecto, considero que es evidente que el trato diferenciado ilícito efectuado por 

Gótica se debió por la condición de Transgénero de la Srta. Arbulú; por lo que, se debió 

a la pertenencia de la denunciante a la comunidad LGTBIQ+, grupo humano 

históricamente vulnerando y marginado por la sociedad. En ese sentido, la conducta 

infractora constituye un acto de discriminación en contra de la Srta. Arbulú.  

 

Ante ello, correspondía que la denuncia interpuesta contra Gótica sea declarada fundada 

por la comisión de un acto de discriminación en contra de la Srta. Arbulú, infringiendo 

de esta forma lo establecido en el artículo 1 numeral 1.1 literal d) y 38 de la Ley 29571.  

 

En atención a la expuesto, la Comisión y la Sala aplicaron correctamente la regla de la 

carga probatoria aplicable a los actos de discriminación.  

 

 

 

36



El actuar de la denunciada, Gótica, respecto al precio de las entradas ¿Vulnera o 

no el derecho a la información de la Srta. Arbulú en su calidad de consumidor?  

 

El artículo 65 de la Constitución Política establece que “El Estado defiende el interés de 

los consumidores y usuarios. Para tal efecto garantiza el derecho a la información sobre 

los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el mercado. Asimismo, vela, 

en particular, por la salud y la seguridad de la población.” (el subrayado es nuestro). 

 

Como se advierte, el derecho a la información es uno de los derechos constitucionales 

reconocidos a favor del consumidor junto al derecho la salud y a la seguridad. Los 

derechos de los consumidores se protegen en el marco de una Economía Social de 

Mercado, establecida en el artículo 58 de la Constitución Política del Perú, el cual es un 

régimen económico en el cual existe preeminencia de la libre iniciativa privada y el 

Estado actúa de manera subsidiaria en la economía.     

 

Sobre el particular, la libre iniciativa privada es el derecho que tienen los agentes 

económicos de dedicarse a la actividad económica que prefieran, restringiéndose la 

actuación del estado como agente económico únicamente en el supuesto que concurran 

tres condiciones, según lo establecido en el artículo 60 de la Constitución Política: (i) Que 

el Estado se encuentre autorizado por ley expresa; (ii) que la actividad sea subsidiaria 

debido a que en el mercado de referencia no existe oferta privada o existe una insuficiente; 

y, (iii) que la actividad económica que realizaría el Estado sea de manifiesta conveniencia 

e interés nacional.   

 

En el supuesto que alguna entidad estatal concurra al mercado sin cumplir con los 

requisitos anteriormente mencionados cometerá un acto de competencia desleal en la 

modalidad de violación de normas, conforme a lo establecido en el Decreto Legislativo 

N° 1044, Ley de Represión de la Competencia Desleal.  

Los agentes económicos, como los proveedores, tienen la libertad de concurrir al mercado 

ofertando bienes y servicios a efectos de satisfacer las necesidades de los ciudadanos.  

 

Por otro lado, la Constitución Política establece, en su artículo 60, que el “El Estado 

facilita y vigila la libre competencia. Combate toda práctica que la limite y el abuso de 

posiciones dominantes o monopólicas”. 
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La función de vigilar la libre competencia es importante para los consumidores dado que 

una competencia efectiva en el mercado genera que existan una gran cantidad de 

proveedores en el mercado que brinden una variedad de productos y servicios a un precio 

menor del que se estableciera en un mercado donde no existe competencia. 

 

Según (Quintana, 2013, pág. 14) un mercado funciona en condiciones de competencia 

cuando las condiciones de venta se determinan como resultado de la oferta y la demanda. 

Ello se conoce como el modelo de competencia perfecta, el cual presupone la existencia 

de los siguientes requisitos:  

(i) Productos homogéneos 

(ii) Gran número de compradores y vendedores 

(iii) Información perfecta 

(iv) Ausencia de barreras importantes de acceso al mercado 

 

Según (Quintana, 2013, pág. 14) cuando existe información perfecta todos los 

participantes en el mercado cuentan con información completa y simétrica sobre las 

características y calidad de los productos y servicios, con lo cual los consumidores 

siempre tienen información oportuna y suficiente para tomar decisiones de compra 

adecuadas y concretar con todas las herramientas necesarias, sus relaciones de consumo. 

 

Sin embargo, el modelo de competencia perfecta no existe en la realidad debido a la 

presencia de múltiples fallas del mercado, siendo una de ellas el de la asimetría 

informativa, consistente en la situación de desventaja, en la cual, se encuentra el 

consumidor en relación al proveedor debido a que este cuenta con mayor experiencia e 

información sobre los bienes que comercializa o servicios que presta en el mercado.  

 

Al respecto el inciso 7 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 29571, establece 

que la asimetría informativa es una “característica de la transacción comercial por la 

cual uno de los agentes, el proveedor, suele tener mayor y mejor información sobre los 

productos y servicios que ofrece en el mercado a los consumidores”. Es en atención a 

dicha situación de asimetría informativa en la cual se encuentra el consumidor que resulta 

necesario establecer un deber de información al proveedor consistente en que este debe 
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poner a disposición de los consumidores toda la información relevante a efectos de que 

estos puedan adoptar una adecuada decisión de consumo.  

 

Es tan importante el derecho a la información, que este se encontraba regulado incluso 

desde antes de la entrada en vigencia de la Constitución Política. Es así que el antiguo 

Decreto Legislativo N° 716, Ley de Protección al Consumidor establecía en su artículo 

5, que los consumidores tienen el “derecho a recibir de los proveedores toda la 

información necesaria para tomar una decisión o realizar una elección adecuadamente 

informada en la adquisición de productos y servicios, así como para efectuar un uso o 

consumo adecuado de los productos o servicios”. 

 

Es así que desde la entrada en vigencia del Decreto Legislativo N° 716 en 1991 se 

contemplaba el derecho a la información de los consumidores, estableciéndose incluso en 

el Precedente de Observancia Obligatoria contenido en la Resolución N° 102-1997/TDC-

INDECOPI (Precedente Finantour) el cual establecía lo siguiente:  

 

“SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 41º del Decreto 

Legislativo Nº 807, considerar que la presente resolución constituye precedente 

de observancia obligatoria en la aplicación del siguiente principio:  

 

"1. Los proveedores tienen la obligación de poner a 

disposición de los consumidores toda la información 

relevante respecto a los términos y condiciones de los 

productos o servicios ofrecidos, de manera tal que aquélla 

pueda ser conocida o conocible por un consumidor 

razonable usando su diligencia ordinaria. Para determinar 

qué prestaciones y características se incorporan a los 

términos y condiciones de una operación en caso de 

silencio de las partes o en caso de que no existan otros 

elementos de prueba que demuestren qué es lo que las 

partes acordaron realmente, se acudirá a las costumbres y 

usos comerciales, a las circunstancias que rodean la 

adquisición y a otros elementos que se consideren 

relevantes. En lo no previsto, se considerará que las partes 
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acordaron que el bien o servicio resulta idóneo para los 

fines ordinarios por los cuales éstos suelen adquirirse o 

contratarse según el nivel de expectativa que tendría un 

consumidor razonable”.     

 

En la actualidad, el derecho de los consumidores al acceso a la información, reconocido 

en los artículos 1.1 literal b)24 y 225 del Código, involucra el deber de los proveedores de 

proporcionar toda la información relevante sobre las características de los productos o 

servicios que oferten, a efectos de que los consumidores puedan realizar una adecuada 

elección o decisión de consumo, así como para efectuar un uso o consumo correcto de los 

bienes y servicios que hayan adquirido. Dicha información debe ser veraz, suficiente, de 

fácil comprensión, apropiada, oportuna y fácilmente accesible. 

 

La Comisión de Protección al Consumidor N° 2 señala que:  

 

“La información genera certidumbre y facilita el comportamiento del consumidor 

permitiéndole conocer sus derechos y obligaciones, y, prever posibles 

contingencias y planear determinadas conductas. 

24   LEY N° 29571, CÓDIGO DE PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL CONSUMIDOR Artículo 1.- 
Derechos de los consumidores 

 1.1 En los términos establecidos por el presente Código, los consumidores tienen los siguientes 
derechos: 

      a. Derecho a una protección eficaz respecto de los productos y servicios que, en condiciones 
normales o previsibles, representen riesgo o peligro para la vida, salud e integridad física. 

      b. Derecho a acceder a información oportuna, suficiente, veraz y fácilmente accesible, relevante 
para tomar una decisión o realizar una elección de consumo que se ajuste a sus intereses, así como 
para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios. 

 

25  LEY N° 29571, CÓDIGO DE PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL CONSUMIDOR 

 Artículo 2.- Información relevante 

 2.1 El proveedor tiene la obligación de ofrecer al consumidor toda la información relevante para 
tomar una decisión o realizar una elección adecuada de consumo, así como para efectuar un uso o 
consumo adecuado de los productos o servicios. 

 2.2 La información debe ser veraz, suficiente, de fácil comprensión, apropiada, oportuna y 
fácilmente accesible, debiendo ser brindada en idioma castellano. 
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Cabe agregar que la información es un proceso de naturaleza dinámica y que, 

por tanto, no es exigible únicamente al momento de la configuración de la 

relación de consumo. Así, en atención al deber de información que recae sobre 

los proveedores, el consumidor requerirá conocer toda aquella información 

relevante y suficiente referida a los bienes y servicios contratados a efectos de 

corroborar los términos en los que el proveedor le entregó un bien o brindó un 

servicio a fin de que pueda formular los reclamos que considere pertinentes o 

hacer valer sus derechos ante las instancias pertinentes, en caso se produjera 

algún tipo de controversia”. 

 

Asimismo, el Deber de Información de los proveedores es, a su vez, el Derecho a la 

Información de los consumidores, debiendo entenderse como la obligación a cargo de los 

proveedores para brindar a los consumidores la información adecuada o necesaria a 

efectos de que éstos adopten una decisión de consumo adecuada con sus intereses y, 

asimismo, sea debidamente informado por el proveedor sobre el producto adquirido o el 

servicio contratado durante la vigencia de la relación contractual entre ellos”. (Rojas 

Klauer, 2012, pág. 2). 

 

Por otro lado, existen dos formas de infringir el deber de información, las cuales son las 

siguientes: (i) brindando información falsa; o, (ii) brindando información que induzca a 

error a los consumidores. La información falsa es aquella que es contraria a la verdad 

mientras que la información que induce a error puede ser incluso verdadera, pero es 

difundida de cierta manera que es captada por el consumidor en forma distorsionada por 

ejemplo: información ambigua o la omisión de información relevante.  

 

La Comisión de Fiscalización de Competencia Desleal, en sus Lineamientos del 2001, 

estableció que existen 2 criterios para determinar cuando nos encontramos frente a una 

información relevante: 

- Que, la información omitida no resulte previsible por un consumidor razonable según 

los usos y costumbres existentes en el mercado; y,  

- Que, la omisión de información desnaturalice las condiciones en las que se realiza la 

oferta en el anuncio. 
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En el presente caso, la denunciante indicó que solicitó a un miembro de seguridad de la 

discoteca que le informara el costo de ingreso, informándosele que este ascendía a S/ 

100,00 cuando era invitado de algún socio. No obstante, otro miembro de seguridad le 

indicó que el precio de entrada era de S/ 200,00 pese a que en la página web de la 

Discoteca se indicaba que el costo habitual de la entrada era de S/ 50,00.      

 

En suma, debemos entender que, por un lado, la discriminación en si misma se perpetró 

y ello queda acreditado por lo indicado en páginas anteriores, dado que se configura un 

trato diferenciado ilícito sustentado por un motivo prohibido. Pero, además considero que 

los actos de los miembros de seguridad al dar información falsa y contradictoria en 

relación al precio de las entradas, es un acto que, además de contravenir el deber del 

proveedor de brindar al consumidor información relevante (como lo es el precio), y el 

derecho del consumidor a obtener información; se trata a su vez de un medio para disuadir 

al consumidor de pagar la entrada, con la finalidad de impedir su ingreso.  

 

En otras palabras, la distorsión en la información del precio es además un medio, que 

tiene por finalidad discriminar a la Srta. Arbulú e impedir su ingreso. Los miembros de 

seguridad intentan disfrazar el acto discriminatorio que realizaron, desincentivando el 

ingreso dando información falsa y confusa. Por ello, considero que la conducta de los 

miembros de seguridad de Gótica vulneró el derecho a la información de la Srta. Arbulú 

al no contar con información exacta, clara y precisa con relación al precio de la entrada a 

la discoteca del proveedor denunciado.    

 

Es decir, si se infringió el deber de información y la Comisión y Sala debieron tratar el 

tema a mayor detalle por ser una infracción a los derechos del consumidor y deber del 

proveedor según se detalla líneas arriba. Sin embargo, considero que al ser la infracción 

del deber de información un medio para desincentivar el ingreso y configurar el acto 

discriminatorio, la imputación de cargos realizada por la Comisión y la Sala fue correcta 

en el sentido se imputó y sancionó por la conducta infractora más específica, es decir la 

discriminación.  

 

Al respecto, la Sala ha señalado en su Resolución N° 2908-2018/SPC-INDECOPI que 

para una adecuada imputación deben tomarse en cuenta dos (2) factores: (i) la 

congruencia con lo denunciado, atendiendo al contenido del escrito de denuncia; y, (ii) el 
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deber de encauzamiento de la autoridad administrativa, en tanto que, si advirtiera una 

presunta infracción a un tipo infractor más específico, podrá encauzar el procedimiento 

según la imputación de cargos que considere correspondiente.   

 

Debido a que la conducta de la conducta se materializó a través de los miembros del 

personal de seguridad, ¿Es o no responsable Gótica de los actos perpetrados por los 

miembros de su equipo de seguridad? 

 

En el presente caso, la conducta infractora referida al acto de discriminación a la Srta. 

Arbulú se materializó a través de la actuación de los miembros del personal de seguridad. 

Ante ello corresponde analizar si existía responsabilidad administrativa de Gótica o de 

los miembros de seguridad.  

 

Al respecto, es preciso indicar que los procedimientos sancionadores, como el de 

Protección al Consumidor, se rigen por los principios de la potestad sancionadora, siendo 

uno de ellos el principio de causalidad, consistente en que la responsabilidad debe recaer 

en quien realiza la conducta omisiva o activa constitutiva de infracción sancionable, de 

conformidad a lo establecido en el inciso 8 del artículo 248 del TUO de la Ley N° 27444.  

 

Sobre el particular, Morón Urbina (Morón Urbina, 2011, pág. 951) señala que:  

 

“por el principio de causalidad, la sanción debe recaer en el 

administrado que realiza la conducta omisiva o activa constitutiva de 

infracción sancionable. La norma exige el principio de personalidad de 

las sanciones, entendido como, que la asunción de la responsabilidad 

debe corresponder a quien incurrió en la conducta prohibida por ley, 

y, por tanto, no podrá ser sancionado por hechos cometidos por otros 

(…) o por las denominadas responsabilidades en cascada aplicables a 

todos quienes participan en un proceso decisional”. 

 

Por otro lado, en los procedimientos de Protección al Consumidor se ha establecido que 

la responsabilidad administrativa recae en los proveedores que concurren en el mercado 

a realizar una determinada actividad económica, así como en los administradores, 
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representantes o gerentes en el supuesto en que hayan actuado con dolo o culpa 

inexcusable en el planeamiento, realización y ejecución de la conducta infractora.  

 

En la Ley N° 29571 se define a los proveedores como “las personas naturales o jurídicas, 

de derecho público o privado, que de manera habitual fabrican, elaboran, manipulan, 

acondicionan, mezclan, envasan, almacenan, preparan, expenden, suministran productos 

o prestan servicios de cualquier naturaleza a los consumidores”. Se incluyen dentro de 

esta definición a los comerciantes, fabricantes, importadores y prestadores de servicio.  

 

Asimismo, en el artículo 111 del referido Código de Protección al Consumidor, se 

establece que “excepcionalmente, y atendiendo a la gravedad y naturaleza de la 

infracción, las personas que ejerzan la dirección, administración o representación del 

proveedor son responsables solidarios en cuanto participen con dolo o culpa inexcusable 

en el planeamiento, realización o ejecución de la infracción administrativa”.  

 

Sobre el particular, la Sala competente ha señalado que en su Resolución N° 805-

2020/SPC-INDECOPI que:  

 

“Así, más allá de las facultades que la persona jurídica haya 

otorgado a sus representantes mediante poderes de 

representación, la aplicación del artículo 111° del Código se 

restringe a aquellos casos en los que el representante haya 

participado con dolo o culpa inexcusable en el planeamiento, 

realización o ejecución de la infracción acreditada.  

En ese sentido, la condición de representante, por sí sola, no 

genera una responsabilidad en virtud del artículo 111° del Código, 

sino su participación en la generación de la conducta infractora, 

con dolo o culpa inexcusable, que implica la existencia de un nexo 

causal entre la acción u omisión del representante, y la infracción 

atribuida a su representada, lo cual debe desprenderse de los 

actuados en el expediente.”  

 

Como se puede apreciar, existen dos formas de que una persona natural sea sancionada 

en los procedimientos de Protección al Consumidor; 1) Cuando una persona natural, de 
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manera independiente, actúa como proveedor en el mercado comercializando bienes o 

prestando servicios de manera habitual; y, 2) cuando tiene la función de gerente, 

administrador o director de una empresa y haya participado con dolo o culpa inexcusable 

en la perpetración de una conducta infractora.  

 

En el presente caso, los miembros de seguridad de Gótica no actúan en el mercado como 

proveedores prestando directamente el servicio a la Srta. Arbulú, así como tampoco tienen 

el cargo de gerentes, administradores o representantes de la empresa denunciada, por lo 

que, no tendrían responsabilidad administrativa en relación al acto de discriminación.  

 

Asimismo, cabe indicar que en el Decreto Legislativo N° 1044, Ley de Represión de la 

Competencia desleal que establece lo siguiente: “Las personas naturales que actúan en 

nombre de las personas jurídicas, sociedades irregulares, patrimonios autónomos o 

entidades mencionadas en el párrafo anterior, por encargo de éstas, les generan con sus 

actos responsabilidad sin que sea exigible para tal efecto condiciones de representación 

civil”. 

 

Como se observa en los procedimientos de competencia desleal se ha establecido que 

cuando las personas naturales actúan en nombre de personas jurídicas les generar 

responsabilidad con sus actos. Si bien no se establece expresamente algo parecido en la 

normativa de Protección, sí podría usarse como un parámetro a tomar en consideración 

por la Autoridad Administrativa.  

 

Por otro lado, el artículo 104 de la Ley N° 29571 ha establecido que “el proveedor es 

exonerado de responsabilidad administrativa si logra acreditar la existencia de una 

causa objetiva, justificada y no previsible que configure ruptura del nexo causal por caso 

fortuito o fuerza mayor, de hecho, determinante de un tercero o de la imprudencia del 

propio consumidor afectado”.  

 

En el presente caso, Gótica no puede pretender exonerarse de responsabilidad 

administrativa aduciendo que se configuró una ruptura del nexo causal dado que la 

conducta imputada (acto de discriminación) se generó por un hecho determinante de 

tercero (como lo serían sus miembros de seguridad). Ello en tanto, la figura de la ruptura 

del nexo causal referida al hecho determinante de tercero se circunscribe a una situación 
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en la que el tercero se encuentre fuera de la esfera del control del proveedor, lo que no 

sucede en este caso en tanto que los miembros de seguridad eran trabajadores de Gótica.   

 

Asimismo, cabe traer a colación una Resolución Final N° 2293-2018/SPC-INDECOPI de 

la Sala Especializada en Protección al Consumidor en la que señala lo siguiente:  

“Una situación distinta se da en los servicios que son prestados 

bajo relación de dependencia o subordinación, ya que en ellos el 

prestador inmediato del servicio actúa como parte de una 

organización y bajo los parámetros de esta última. En ese 

escenario, únicamente la organización será responsable por los 

actos de las personas que se encuentran a su cargo, aunque solo 

respecto de aquellos actos ordinarios del negocio.” 

 

En atención a lo expuesto, la responsabilidad administrativa por el acto de discriminación 

recaía exclusivamente en Gótica y no en sus trabajadores. No obstante, ello no implica 

que los trabajadores puedan haber incurrido en otro tipo de responsabilidad como una de 

naturaleza civil o penal, en tanto la discriminación constituye también un delito 

sancionable.  

 

Por otro lado, en relación a si Gótica hubiese tenido responsabilidad administrativa en el 

supuesto que hubiese tercerizado el servicio el servicio de vigilancia y seguridad de su 

local, cabe invocar lo señalado por la Sala en su resolución N° 3487-2017/SPC-

INDECOPI. 

“Cuando los proveedores han alegado como defensa la 

responsabilidad de una empresa subcontratada, la Sala se ha 

mostrado firme al desestimar como eximente de responsabilidad a 

subcontratación de terceros; ello, toda vez que la forma como se 

organiza un proveedor para prestar sus servicios no puede ser 

opuesta a los consumidores ni erigirse por encima de la ley. En los 

supuestos donde exista una empresa subcontratada que ejecute las 

prestaciones que inicialmente debieron ser desarrolladas por el 

proveedor originario, este último no se verá exonerado de 

responsabilidad por las infracciones que pudiera cometer la 

empresa de la cual se valió para brindar sus servicios.” 
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En ese sentido, de conformidad a lo señalado por la Sala, cuando una empresa subcontrata 

a otra para prestar los servicios que le corresponden, responderá administrativamente de 

igual manera.    

 

¿Es correcta la reforma respecto a la Sanción: multa impuesta de 100 UIT - 

Resolución 715?2013/CC1, la cual luego se modifica a 50 UIT – Resolución 1197-

2014/SPC-INDECOPI? 

 

Como he mencionado, al ser el presente procedimiento administrativo uno de carácter 

sancionador, se le aplican los principios de la potestad sancionadora, siendo uno de ellos 

el principio de razonabilidad. 

 

Al respecto el inciso 3 del artículo 248 del TUO de la Ley N° 27444 establece que “las 

autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más 

ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción. Sin 

embargo, las sanciones a ser aplicadas deben ser proporcionales al incumplimiento 

calificado como infracción”.  

 

Como se observa el TUO de la Ley N° 27444 exige un punto medio entre el principio de 

razonabilidad y el principio de proporcionalidad. Por un lado, que la sanción sea 

razonable implica que sea lo suficientemente apta para desincentivar a los administrados 

en la comisión de futuras conductas infractoras. Por otro lado, que la sanción sea 

proporcional implica que no sea excesivamente onerosa que pueda generar que algunos 

proveedores salgan prontamente del mercado.  

Es así que para que se imponga una sanción que cumpla tanto con el principio de 

razonabilidad como el de proporcionalidad, la Autoridad Administrativa al graduarla 

debe aplicar los siguientes criterios, tales como: 

a) El beneficio ilícito resultante por la comisión de la infracción;  

b) La probabilidad de detección de la infracción;  

c) La gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido;  

d) EI perjuicio económico causado;  
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e) La reincidencia, por la comisión de la misma infracción dentro del plazo 

de un (1) año desde que quedó firme la resolución que sancionó la primera 

infracción.  

f) Las circunstancias de la comisión de la infracción; y  

g) La existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor.  

 

Según Tirado Barrera (Tirado Barrera, 2011, pág. 11) “constituye un dato muy relevante 

encontrar en el Derecho administrativo a algunos de los referentes iniciales de lo que 

modernamente vendría a configurar el contenido del principio de proporcionalidad , y 

en la potestad sancionadora de la administración a uno de aquellos espacios más 

importantes para su aplicación práctica en la defensa y protección de los derechos 

fundamentales”. 

 

En el presente caso, la Comisión sancionó a Gótica con una multa de 100 UIT; sin 

embargo, la Sala al emitir su decisión de segunda instancia revocó lo resuelto en primera 

instancia y únicamente sancionó a Gótica con una multa ascendente a 50 UIT.  

 

Al respecto, me encuentro de acuerdo con la sanción impuesta por la Comisión 

ascendente a 100 UIT dado que considero que dicha multa cumplía con el principio de 

razonabilidad. Es decir, dicha multa cumplirá con el efecto disuasivo que se espera de 

todas las sanciones impuestas. Las multas deben desincentivar a los infractores a que 

sigan cometiendo infracciones.  

 

Discrepo con lo señalado por la Sala para reducir la sanción a 50 UIT, toda vez que 

sustentó su decisión en el hecho que “se verificó la discriminación en un caso individual, 

siendo que no se han constatado prácticas discriminatorias que afecten intereses difusos 

o colectivos”. Al respecto, es preciso mencionar que los actos de discriminación son actos 

que afectan intereses difusos o colectivos, justamente motivada por la pertenencia del 

consumidor a un grupo humano vulnerable determinado. En tal sentido, no puede 

señalarse que el presente caso constituyó una conducta aislada, dado q que los actos de 

discriminación afectan colectivos y particulares, justamente por la pertenencia del 

consumidor a un grupo vulnerable históricamente discriminado, siendo este la comunidad 

LGTBIQ+. 
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Es decir, no solo pudo haber sido la Srta. Arbulú la discriminada, sino que también 

pudieron ser otras personas Transgénero, una identidad de género distinta, o cualquier 

persona perteneciente al grupo LGTBIQ+. En tal sentido, no puede señalarse que el 

presente caso constituyó una conducta aislada, dado que ninguna discriminación es un 

caso individual, porque la persona discriminada es la representación del colectivo 

histórica y estructuralmente marginado.  

 

La discriminación no es contra una persona sino contra una población, por lo que, el 

interés afectado sería colectivo y no individual. En el 2019, Ipsos, a pedido del Ministerio 

de Justicia, realizó una encuesta respecto a la cantidad de personas adultas en el Perú que 

se identifican como no heterosexuales, arrojando como resultado que, un 8%, equivalente 

a 1,7 millones de peruanos, se identifican distinto y pertenecen a la comunidad 

LGTBIQ+.26 En suma, siendo el colectivo LGTBIQ+ la representación de la identidad de 

1.7 millones de peruanos, no podemos ignorar una grave afectación al interés colectivo 

de este grupo de personas. 

 

Otro de los argumentos que utilizó la Sala para reducir la sanción a 50 UIT fue que, en 

atención al principio de predictibilidad, debía aplicarse las multas impuestas en casos 

anteriores similares. Sin embargo, una autoridad administrativa puede apartarse de un 

criterio interpretativo si es que la interpretación anterior es errónea o contraria al interés 

general. En el presente caso, considero que la autoridad administrativa debió apartarse de 

los criterios anteriores y confirmar la multa de 100 UIT impuesta por la Comisión toda 

vez que las multas anteriores irían en contra del interés general pues no serían disuasivas.  

 

 

 

 

 

26 II Encuesta Nacional de Derechos Humanos: población LGBT. Elaborado por IPSOS PERÚ a solicitud 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en apoyo con IPSOS PERÚ. Trabajo de campo realizado 
del 7 al 25 de noviembre de 2019. Disponible en:  https://www.ipsos.com/es-pe/medicion-de-la-poblacion-
no-heterosexual-en-el-peru  
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Conclusiones 

 

- El presente caso, versa sobre un caso de discriminación por motivo de identidad de 

género, el cual tiene diversas aristas que han sido desarrolladas a lo largo del presente 

informe.  

 

- Me encuentro de acuerdo con la Resolución 1197-2014/SPC/INDECOPI en el 

extremo que declaró fundada la denuncia en contra de Gótica, en tanto se acreditó la 

conducta discriminatoria en perjuicio de la señorita Arbulú por motivo de su 

pertenencia a un grupo humano determinado, históricamente vulnerado: la comunidad 

LGTBIQ+, por ser Transgénero. La conducta infractora detectada infringió el derecho 

a la igualdad y a la dignidad de la denunciante.  

 

- Se infringió el derecho a la información de la señorita Arbulú, el cual fue un medio 

utilizado, por parte de los miembros de seguridad, para cometer el acto de 

discriminación. Es por ello, que, en el presente caso, únicamente se imputó la presunta 

realización de una conducta discriminatoria. 

 

- No me encuentro de acuerdo con la reducción de la multa realizada por la Sala, en la 

Resolución de segunda instancia, toda vez que sustentó su decisión en el hecho que 

“se verificó la discriminación en un caso individual, siendo que no se han constatado 

prácticas discriminatorias que afecten intereses difusos o colectivos”. Al respecto, es 

preciso mencionar que los actos de discriminación son actos que afectan intereses 

colectivos, justamente motivada por la pertenencia del consumidor a un grupo 

humano vulnerable determinado. En tal sentido, no puede señalarse que el presente 

caso constituyó una conducta aislada, dado q que los actos de discriminación afectan 

colectivos y particulares, justamente por la pertenencia del consumidor a un grupo 

vulnerable históricamente discriminado, siendo este la comunidad LGTBIQ+. 

 

- No me encuentro de acuerdo con las medidas correctivas ordenadas ya que considero 

que no son suficientes para revertir los efectos que la conducta infractora hubiese 

causado en el mercado y evitar que la misma se vuelva a cometer.  
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Recomendaciones 

 

- Al respecto considero que una medida correctiva idónea habría sido que se ordene a 

Gótica la implementación de un programa de cumplimiento al interior de su entidad 

destinado a capacitar a su personal y a todos los altos ejecutivos de la empresa a fin 

de evitar la comisión de prácticas discriminatorias.  

 

- Asimismo, la medida correctiva ordenada por la Sala consistente en la ubicación de 

un letrero en el exterior del establecimiento de Gótica no cumpliría la finalidad de 

revertir los efectos que la conducta infractora hubiera causado en el mercado, dado 

que lo que se busca es que el personal de Gótica no vuelva a incurrir en una conducta 

discriminatoria, por lo que es la conducta de estos la que debe cambiar, no la de los 

consumidores que acuden al establecimiento.  

 

- Por otro lado, los términos que debían colocarse en el letrero están compuestas por 

una gran cantidad de palabras las cuales no serían leídas por los consumidores. A mi 

criterio, considero que únicamente debía colocarse un cartel con letras de un color 

llamativo y con la frase: “No a la discriminación”, lo cual hubiera causado un mayor 

impacto en los consumidores haciendo fila para ingresar a la discoteca. 

 

- En lo referido a la medida correctiva referida a la exigencia de colocar los términos 

del letrero en la página web, por un plazo de 6 meses,  considero que esta no cumpliría 

con su finalidad de revertir los efectos de la conducta infractora, en tanto los 

consumidores no acuden a las páginas web de los establecimientos a visualizar dicha 

información.  

 

- Asimismo, considero que una medida correctiva más idónea hubiera sido que se 

ordene a Gótica que pida disculpas públicas a la señorita Arbulú.  

 

- Sobre la multa impuesta, como he señalado, esta debió mantenerse en 100 UIT debido 

a que debe considerarse que la discriminación se sustentó en la pertenencia de la 

señorita Arbulú a un grupo humano determinado.  
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- Finalmente, considero que a Sala debió tener más cuidado al referirse a la señorita 

Arbulú en su resolución final, dado que la trata como el “el Señor Godfrey Arbulú 

Grippa”, lo cual resulta contraproducente con la identidad de género de la 

denunciante.  
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